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_______________________________________________________________ 
 
El propósito de este artículo consiste en contribuir a una mejor comprensión 
sobre la importancia contemporánea de la democracia en la relación entre los 
líderes electos y las fuerzas de seguridad. Intenta presentar la 
conceptualización y marco para entender lo que hacen las fuerzas de 
seguridad y como interactuan con los gobiernos democráticos. El artículo busca 
extender la amplitud conceptual de la literatura sobre las relaciones civiles 
militares más allá del control a manera de incluir dos dimensiones adicionales, 
cuales son la efectividad y la eficiencia. La investigación se basa en la 
experiencia del autor en la conducción —de programas para oficiales y civiles 
en todo el mundo en línea con por lo menos seis diferentes roles y misiones de 
las fuerzas de seguridad. La conceptualización recurre a la literatura sobre 
políticas comparativas, teoría de la organización y economía de la defensa, así 
como relaciones civiles militares y reforma del sector de seguridad. 
 
Palabras Clave: relaciones civiles militares; reforma del sector de seguridad; 
seguridad y democracia; trinidad de control; efectividad y eficiencia. 
_______________________________________________________________ 
 
Introducción 
 
El propósito de este artículo consiste en contribuir a una mejor comprensión 
sobre la importancia contemporánea de la democracia para la relación entre los 
líderes electos y las fuerzas de seguridad. Si bien la literatura sobre el papel de 
las fuerzas armadas en  
las democrácias en transición es relativamente abundante (ya que en gran 
parte del mundo las transiciones provienen de regímenes de dominio militar), 
incluidos aquellos en que los militares eran el gobierno), exite mucha menos 
literatura sobre las Fuerzas Armadas en consolidación democrática, aun 
cuando varios prominentes estudiosos del tema destacan la importancia de 
este tema.1 Prácticamente la totalidad de la literatura sobre las Fuerzas 
Armadas y las agencias de inteligencia en democracias consolidades se centra 
en el control civil democrático sobre ellas. En las democracias más nuevas, la 
literatura sobre estos dos instrumentos de seguridad se enfoca generalemente 
en como lograr el control que supuestamente existe en las democracias más 
establecidas.  
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Hay una serie de lagunas importantes en esta literatura. En primer lugar,  
normalmente se presta poca atención a la policía, que en la mayoría de las 
democracias más nuevas son fuerzas de policía nacional civil, que a veces 
incluso asumen funciones de tipo militar. Segundo, y más serio, de nuevo se 
presta poca atención en la literatura a la consolidación democrática y a las 
relaciones civiles y militares, especialmente en relación con lo que hacen las 
fuerzas de seguridad, y a qué costo, es decir, su eficacia y eficiencia, y las 
implicaciones de sus funciones y misiones para la democracia. Y en tercer 
lugar, a menudo le presta poca atención a lo que hacen fuera del área de 
defensa. Esto es sorprendente, ya que hoy en día muy pocos militares son 
entrenados principalmente para hacer la guerra con otras fuerzas armadas; el 
combate armado es probablemente el papel menos probable entre los seis que 
los militares, y demás fuerzas de seguridad, están realizando actualmente. 
Hablaremos de esto más tarde en este artículo. 
 
En Septiembre de 2007, hubo un total de 83,445 militares y policías de cerca 
de 114 países participando en operaciones de apoyo a la paz (PSO) en 16 
países con conflictos. A finales de 2007 en Afghanistan había 40,000 tropas 
bajo el control de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) en la 
Fuerza Internacional de Asistencia en Seguridad (International Security 
Assistance Force (ISAF)), incluyendo 14,000 de los EE.UU, así como otras 
12,000 tropas americanas bajo el control nacional de los EE.UU. Parte de estas 
52,000 tropas y policía estaban luchando contra los Talibanes, pero la mayoría 
estaban involucrados en la construcción de la nación. A principios de 2007, las 
fuerzas internacionales de mantenimiento de paz en Haití estaban luchando 
contra las pandillas callejeras, la cual es típicamente una tarea policial2. En 
muchas regiones, las fuerzas militares o apoyan o, como en el caso de Méjico, 
suplantan a las fuerzas policiales en operaciones para combatir el tráfico de 
drogas y el crímen callejero. Por otra parte, en países tales como Bolivia, 
Colombia, Pakistan, y las Filipinas, la policía llena funciones militares. Y como 
las amenazas cubren un espectro que va desde el terrorismo global hasta los 
carteles nacionales e internacionales, pandillas callejeras o maras, las fuerzas 
policiales y militares depnden fuertemente de las agencias de inteligencia para 
identificar las amenazas y planificar sus misiones.  
 
La mayoría de la literatura conceptual sobre la seguridad se centra en los 
conflictos armados, con mayor frecuencia en las democracias establecidas, y 
por lo general con un enfoque bastante histórico. Varios estudiosos, incluyendo 
a Risa Brooks, Stephen Biddle, y Stephen Van Evera, hacen una importante 
contribución a nuestra comprensión de la dinámica en que participan los civiles 
y soldados, pero sólo en el contexto de la defensa nacional3. Hay, en suma, 
una gran variedad de actividades que incorporan distintos instrumentos de 
seguridad del Estado para hacerle frente a las amenazas contemporáneas, a 
las oportunidades y desafíos tanto nacionales como internacionales. Esta 
combinación de actividades, y la consiguiente mezcla resultante de las fuerzas 
armadas, la policía y las agencias de inteligencia, son los temas que los 
formuladores de políticas democráticamente electos deben abordar para hacer 
frente a las crecientes expectativas y estándares mundiales. Hoy sin embargo 
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las fuerzas armadas asumen una variedad de funciones, como la siguiente cita 
de Paul Collier subraya: "para esto es para lo que sirven los ejércitos 
modernos: para abastecer el bien público mundial de la paz en territorios que 
de lo contrario tendrían la posibilidad de vivir una pesadilla".4 
Para el análisis de las fuerzas armadas y más generalmente de las fuerzas de 
seguridad, podríamos anticipar que la literatura conceptual debe ayudar a los 
estudiosos y los formuladores de políticas a comprender los instrumentos que 
los estados pueden utilizar en la sub-disciplina de las relaciones civiles-
militares (CMR). 
 
Sin embargo, nuestro argumento en este artículo es que el enfoque casi 
exclusivo sobre el control civil en esta literatura constituye un obstáculo 
significativo para comprender las relaciones más amplias y complejas en 
materia de democracia y las fuerzas de seguridad, en particular si tenemos en 
cuenta el amplio espectro de funciones y misiones. Hay que recordar que 
incluso donde el control civil es incuestionable, como en los Estados Unidos, el 
control civil por sí mismo no garantiza que los formuladores de políticas tomen 
buenas decisiones, o que implementarán las políticas de tal manera que 
resulten en un éxito militar.5 La literatura conceptual sobre otros instrumentos 
de seguridad y democracia es también problemática. La mayor parte de los 
estudios existentes no son analíticos, sino más bien acerca de la competencia 
o incompetencia técnica, fracasos de la inteligencia, o las posiciones en 
defensa de la política. 
 
En lugar de rechazar las RCM como un concepto relevante para la democracia, 
debemos extender su amplitud conceptual. Desarrollamos nuestro argumento a 
través de varias etapas. En primer lugar, revisamos la literatura conceptual más 
relevante que se ocupa de la seguridad en una democracia y los instrumentos 
que las naciones utilizan para lograrla; éstos serán las RCM y la reforma del 
sector seguridad (RSS), un concepto que surgió en Gran Bretaña y Europa 
continental como una reacción a las deficiencias del viejo concepto de RCM, 
pero que es poco conocido o usado analíticamente en el Hemisferio Occidental. 
En segundo lugar, como encontramos que a ambos conceptos de RCM como 
de SSR les falta algo, desarrollamos una nueva conceptualización con tres 
dimensiones: control democrático, eficacia y eficiencia. En tercer lugar, 
hablamos de estos conceptos en cuanto a que se aplican a: (1) el análisis de 
las fuerzas de seguridad y las seis funciones y misiones principales 
identificadas; (2) lo que hacen las fuerzas de seguridad militar y otras, y (3) las 
implicaciones para la democracia. En esta sección también elaboramos sobre 
los mecanismos de control que se pueden utilizar para las funciones y misiones 
más allá de la defensa nacional estrictamente. Por último, destacamos algunas 
de las principales compensaciones que enfrentan los líderes democráticos en 
su esfuerzo por equilibrar el control democrático, la eficacia y la efficiency.7 
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Relaciones Civiles-Militares en su Perspectiva Histórica  
 

La literatura clásica sobre RCM, que ahora se remonta a 50 años atrás, está 
estrechamente relacionada con los libros de Samuel Huntington y Morris 
Janowitz.8 Esta literatura define el campo en gran medida aun hoy en día. 
Estos autores se centran en las democracias más establecidas, especialmente 
la de los Estados Unidos, y se refiere principalmente a la cuestión de la 
conciliación de militares lo suficientemente fuertes como para hacer lo que los 
líderes civiles quieren que hagan, con militares lo suficientemente subordinados 
como para hacer únicamente lo que los civiles les autoricen a hacer.9.  O, como 
escribió recientemente Dale Herspring: "Al examinar la literatura sobre las 
relaciones civiles-militares en los Estados Unidos, me llamó la atención el 
énfasis constante sobre "control". '10 Esta conceptualización, utilizada 
exclusivamente por los autores estadounidenses, asume un contexto político 
democrático, y se relaciona abrumadoramente con el enfrentamiento militar de 
la Guerra Fría entre 'Occidente' y Oriente". Hay dos preocupaciones principales 
con respecto a esta literatura. En primer lugar es el miedo a la amenaza que 
representa un gran ejército permanente para una democracia y la necesidad de 
mantenerlo  subordinado - es decir, bajo el control civil.11 En segundo lugar 
están las consecuencias de un equilibrio entre seguridad y libertad. El trabajo 
de uno de los analistas más prolíficos y crítico de esta idea en la actualidad, 
Peter D. Feaver, parece encajar bien dentro de estos dos parámetros.12 Sus 
libros más destacados comienzan con un contexto democrático sólido e 
incuestionable, y luego examina las cuestiones que plantean las RCM y las 
instituciones que emplean estas democracias para manejar las relaciones entre 
un gobierno civil y las fuerzas armadas. Por estas razones, aun cuando la 
atención prestada a la "crisis en las relaciones entre civiles y militares en los 
EEUU" durante la presidencia de William J. Clinton podría tener sentido en el 
contexto político nacional de los EEUU, no resulta relevante para efectos 
analíticos en otras partes del mundo.13 La formulación de Huntington también 
puede ser problemática, ya que está estrechamente vinculada a la experiencia 
democrática de los EEUU, de dudosa relevancia en otras partes del mundo, 
especialmente en los países en vías de democratización. Para analizar cómo 
lograr este control civil democrático en el contexto de una transición política, 
buscamos el siguiente cuerpo de literatura. 
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Relaciones Civiles-Militares dentro de un Contexto de 
Democratización  
 
Desde el inicio de la tercera ola de democracia, que comenzó el 25 de abril 
1974 en Lisboa, con el golpe militar que se convirtió en una revolución y  que 
luego evolucionó gradualmente hasta convertirse en una democracia, cambió el 
enfoque de las relaciones civiles militares.14 Aun cuando ni Portugal, ni España, 
cuya transición comenzó tras la muerte de Francisco Franco a finales de 1975, 
fueron dictaduras militares, sus militares desempeñaron papeles clave en la 
transición hacia una democracia.15 Esto fue aun más cierto a medida que la 
tercera ola se extendió a manera de   
incluir explícitamente los regímenes militares en América Latina, Asia y África 
subsahariana. Incluso los gobiernos de transición de los ex estados marxistas, 
aunque nunca estuvieron bajo un gobierno militar, tuvieron que aprender a 
lidiar con sus fuerzas armadas una vez que cayó el muro de Berlín e inició un 
nuevo entorno político. En Rumania, por ejemplo, el ejército fue un actor central 
en la transición a la democracia después de la dictadura de Nicolae Ceausescu 
y su nefasta Securitate (policía secreta). Muchos de los análisis sobre las 
transiciones democráticas y consolidación a partir de 1974 incluyen, 
necesariamente, una discusión de las RCM. La mayor contribución de Juan J. 
Linz y Alfred Stepan sobre Europa, América del Sur y la Europa poscomunista 
incluye la focalización en diferentes grupos militares, o las RCM, como una 
variable central en la categoría de "actores" .16 Como se señaló anteriormente, 
analistas de gran prestigio sobre transiciones y consolidación, tales como 
Adam Przeworski y Schmitter Philippe, llaman explícitamente la atención a la 
variable militar o a las RCM.17 También hay algunos excelentes casos de 
estudio de las RCM en el  
contexto de las transiciones y consolidación, o, en el caso de Venezuela, lo que 
algunos ven como una "desconsolidación" democrática.18  

Estas obras evalúan el papel de los militares, incluso en algunos casos los 
servicios de inteligencia, en la consolidación democrática. Algunos de estos 
autores también toman en cuenta las instituciones implicadas en las RCM. En 
general, lo que estos trabajos demuestran es que, en contraste con su pasado 
autoritario, sea militar o civil, estas democracias emergentes en América del 
Sur, la Europa poscomunista, África subsahariana, y en otros lugares, hacen 
hincapié en la seguridad democrática sobre la seguridad nacional. En otras 
palabras, estos nuevos regímenes se centran en la forma como controlar a las 
fuerzas armadas, las que en muchos casos eran las que estaban en control - o 
incluso constituían - el gobierno. En la mayor parte de la literatura, pero no en 
toda, existe de nuevo un solo enfoque sobre el control, su logro y el ejercicio de 
ese control civil sobre los militares. La mayoría de esta literatura, con algunas 
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importantes excepciones, ignora lo que los militares u otros instrumentos de 
seguridad realmente hacen, así como las implicaciones generales para la 
democracia de los diferentes conjuntos de funciones y missions.19  

 
Reforma del Sector Seguridad 
 
La Reforma del Sector Seguridad (SSR) se desarrolló como una reacción a las 
limitaciones de las RCM.20 Ahora está siendo utilizada por gobiernos y 
organizaciones internacionales para promover aún más sus habilidades para 
desarrollar medios efectivos para proporcionar asistencia en seguridad.21   
Sus defensores conceptualizan la RSS para incluir, por un lado, una comunidad 
de seguridad más amplia en el proceso de democratización, las relaciones 
cívico-militares, y la prevención de conflictos y no sólo las fuerzas militares y 
policiales tradicionales. Por otro lado, también esperan inspirar un 
entendimiento más profundo del entorno de seguridad actual.22  Los 
proponentes de la RSS argumentan que, debido a que la seguridad humana y 
el desarrollo, son importantes como lo son la defensa contra las amenazas 
externas e internas (tanto de índole militar como no militar), las fuerzas 
armadas no pueden, por sí solas, hacer frente a estos desafíos. Sostienen 
además que garantizar la seguridad exige la colaboración entre una gama más 
amplia de instituciones militares y civiles, que el denominado "sector de 
seguridad". Cabe señalar que el enfoque en la RSS es sobretodo en los 
instrumentos de seguridad mismos, y su control, y para todos excepto unos 
pocos proponentes, sólo marginalmente sobre las funciones y misiones.  
 

Para sus defensores, el sector de seguridad abarca como mínimo "todas las 
organizaciones que tienen la autoridad de usar, u ordenar el uso de la fuerza o 
la amenaza de la fuerza, para proteger al Estado y sus ciudadanos, así como 
las estructuras civiles que son responsables de su gestión y de supervisión". 
Estos incluyen: los militares, fuerzas de apoyo a las operaciones de paz 
especializadas (PSO), las agencias de inteligencia, de justicia y las 
instituciones de aplicación de la ley; las estructuras civiles que los gestionan, y 
los representantes de las organizaciones no gubernamentales (ONG) y los 
medios de comunicación.23  Como máximo, el sector seguridad incluye todo lo 
anterior, además de otros grupos militarizados no estatales que juegan un 
papel, incluso negativo, en cuestiones de seguridad, tales como guerrilleros o 
los ejércitos de liberación. 
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Utilidad de la RSS 
 
La RSS ha hecho aportaciones conceptuales a medida que va cerrando 
algunas brechas en el concepto tradicional de las RCM.  
 
En primer lugar, el programa de la RSS se aleja de la consideración de que los 
militares son el proveedor único de seguridad de una nación, y propone un 
concepto amplio de un sector uniformado /no uniformado o "comunidad", cuyos 
miembros deben trabajar juntos para lograr la seguridad.  
 
En segundo lugar, toma en cuenta las funciones y misiones contemporáneas 
intercambiables del componente de seguridad. Estos incluyen, por ejemplo, a 
las fuerzas armadas realizando tareas policiales y diplomáticos, así como 
trabajo de desarrollo social, mientras que la policía y los organismos de 
aplicación de la ley desempeñan tareas militares para proteger a la sociedad 
contra las amenazas externas, sobre todo después de atentados terroristas. El 
concepto también incluye la internacionalización de los organismos de 
seguridad (internacional / multinacional de paz /acciones de apoyo y / o fuerzas 
policiales, la cooperación internacional contra el terrorismo entre las agencias 
de inteligencia). 
 
En tercer lugar, la conceptualización de la RSS vincula explícitamente la 
reforma del sector de seguridad directamente a los esfuerzos más amplios 
hacia una democratización, la promoción de los derechos humanos, prevención 
de conflictos, y reconstrucción posterior a los conflictos. Trata de conectarse a 
las transformaciones políticas, económicas, sociales y culturales más amplias 
que acompañan a la democratización, tomando en cuenta a la sociedad civil 
que se espera tenga una mayor participación para influir en la formulación de 
políticas, la reducción de la violencia y la prevención de conflictos.  
 
Problemas con la Conceptualización de la RSS 
 
A pesar de la afirmación de que la RSS se adapta mejor al entorno de 
seguridad y político contemporáneo, sigue siendo analíticamente defectuosa. 
En primer lugar, existe la falta de consenso y entendimiento entre los 
defensores de la SSR acerca de lo que abarca el sector de seguridad.  
Según Timothy Edmunds, uno de los primeros y principales proponentes de la 
RSS, un sector seguridad definido con demasiada amplitud pone en riesgo la 
comprensión del sector de seguridad y por lo tanto, lo que se necesita para 
reformarlo. Por ejemplo, para incluir a los organismos no militares (tales como 
el sistema de atención de la salud) que, aunque sin duda puede desempeñar 
un papel importante en la provisión de seguridad de una nación, nos lleva más 
allá de la responsabilidad clave del sector de seguridad que es el uso legítimo 
de la fuerza.24 Además, la conceptualización del sector de seguridad de modo 
que incluya todas las organizaciones que usan la fuerza, sea o no  
que formen parte del gobierno (por ejemplo, las guerrillas o los ejércitos de 



8   
 
 

 

liberación) también pone en peligro la utilidad de la SSR, que no tiene ninguna 
afiliación con el estado.25  
 
En segundo lugar, no existe un entendimiento general de lo que significa RSS, 
o lo que son su programa, características, desafíos y efectos.26 En nuestra 
investigación sobre la RSS, hemos encontrado una gran variedad de 
definiciones, por lo menos 15, que van desde «la provisión de seguridad dentro 
del estado de manera eficaz y eficiente, y en el marco del control civil 
democrático"hasta" la transformación de las instituciones de seguridad para 
que jueguen un papel eficaz, legítimo y democráticamente responsable en la 
prestación de seguridad externa e interna paras sus ciudadanos», que« 
requiere una consulta amplia e incluye objetivos tales como el fortalecimiento 
del control civil y la fiscalización del sector seguridad; la desmilitarización y 
consolidación de la paz, y el fortalecimiento del imperio de la ley ".27 En opinión 
de un proponente crítico de la SSR, Mark Sedra, las "variaciones en la 
interpretación del concepto han contribuido a una brecha significativa entre la 
política y la práctica ".28 En este sentido, si bien el concepto SSR ha sido 
formalmente adoptado por la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) y varios estados en su publicación de documentos de 
política exterior, la manera como los países lo ponen en práctica difiere 
grandemente.29 Adicionalmente, aunque varios programas de seguridad fueron 
implementadas como parte de un programa SSR, trataban sólo con 
componentes limitados del SSR (por ejemplo, reforma a la policía o las fuerzas 
armadas), sin abrazar sus supuestas características globalizantes, es decir, sin 
cumplir con un elemento crucial del modelo normativo del SRR.30  
 
En tercer lugar, y lo más importante para nuestros propósitos en este artículo, 
SSR carece de una conceptualización coherente, que se debe sin duda a la  
diversidad de definiciones. Se presenta ya sea como una larga "lista de 
verificación” de que los organismos de seguridad de  los países deben 
completar por razones políticas (como el fortalecimiento de las fuerzas 
armadas, policía, y las capacidades de los órganos judiciales ", mejorar la 
gestión civil y control democrático del sector de seguridad, y promover el 
respeto de los derechos humanos y la transparencia); 31 como un "contexto-
según 'situación (por ejemplo, de desarrollo, post-autoritario o post-conflicto) 32 
o como “generaciones” diferentes, pero posiblemente superpuestas (la primera 
generación de reformas que se centra principalmente en el control, o la 
segunda generación de reformas que incluye la eficacia y eficiencia).33 De 
todas las  muchas conceptualizaciones que hemos evaluado, el enfoque 
propuesto por Timothy Edmunds, que también analiza la interdependencia del 
control, la eficacia y eficiencia, es tanto más útil y similar a lo que proponemos 
en nuestra reformulación de las RCM.34  

 
Las Relaciones Civiles-Militares en nuestro Marco Revisado  
 
En nuestra experiencia con el Centro de Relaciones Civiles-Militares  
(CCMR) consideramos que el trabajo con los civiles y oficiales militares en las 
democracias en consolidación, enfocado en el análisis exclusivo del control civil 
sobre las fuerzas armadas y la defensa nacional no es adecuado ya sea 
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empíricamente o, con el fin de desarrollar las comparaciones, 
conceptualmente. Los militares llevan mucho tiempo dedicados a la asistencia 
humanitaria como el socorro ante desastres, o respaldando a la policía durante 
disturbios internos y motines. El Mantenimiento de la Paz se volvió cada vez 
más crítico en la ex Yugoslavia, partes de África, Timor Oriental y en otros 
lugares; más y más países optaron por ofrecer soldados de mantenimiento de 
la paz. Los ataques de los terroristas internacionales en Bali, Nairobi, Nueva 
York, Washington, Madrid, Londres, Ammán, y en otros lugares, y el 
lanzamiento de la guerra global de Washington 'contra el terrorismo ", han 
obligado a los militares en todas partes a participar en la lucha contra el 
terrorismo en una mayor o menor medida. Por lo tanto, los líderes deben 
prestar atención a cuestiones tanto de control como de resultados, y con 
instrumentos más allá de las fuerzas armadas, deben normar para la seguridad 
que hoy en día sea tanto nacional como internacional, en la que la última 
incluye al menos al PSO, como el suministro de las tropas a la OTAN en 
Afganistán, y la cooperación en inteligencia para contrarrestar la amenaza del 
terrorismo internacional. En resumen, el reto ahora es no sólo para afirmar y 
mantener el control, sino también para desarrollar militares efectivos y 
otros instrumentos de seguridad para implementar una amplia variedad de 
roles y misiones. En nuestra conceptualización, por lo tanto, aun cuando el 
control civil se considera un aspecto fundamental de la consolidación 
democrática, y no se supone que exista en ningún caso en particular, 
constituye sólo una parte del análisis35. Para el análisis respecto de la 
efectividad de las fuerzas  de seguridad y a qué costo, es necesario entender la 
importancia contemporánea de la relación entre los líderes electos y las fuerzas 
de seguridad para una democracia. 
 
Control Democrático, la eficacia y la eficiencia  
 
Con el fin de capturar las prioridades y necesidades tanto de la consolidación 
democrática como de los retos actuales de seguridad, se analizan las RCM con 
arreglo a las tres dimensiones de control, eficacia y eficiencia.  
 

Control civil democrático 
  
En un nivel básico, lo que preocupa a los líderes electos de la mayoría de las   
democracias nuevas, y a los académicos en las democracias establecidas, es 
cómo lograr y luego mantener a las fuerzas armadas bajo el control civil 
democrático. ¿Por qué estos líderes y la literatura sobre las relaciones entre 
civiles y militares se han centrado tan fuertemente sobre el control?  
La respuesta queda capturada en el clásico dilema de: ¿Quién guarda a los 
guardianes? "Cualquier fuerza armada lo suficientemente fuerte para defender 
a un país es también lo suficientemente fuerte como para tomárselo. Esta es, 
por supuesto, la formulación detrás de la mayoría de los análisis de las 
relaciones entre civiles y militares, que no sólo nos llevan a gobiernos militares, 
sino que también nos sacan de ellos.36. El tema es aún más importante en 
aquellos estados donde el militar fue el gobierno y todavía goza de las 
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prerrogativas que negoció para sí mismo durante la transición fuera del 
autoritarismo. El control es la preocupación fundamental en lo que respecta al 
aparato de inteligencia, que trabaja en secreto, mientras que el fundamento 
mismo de la democracia descansa en la rendición de cuentas y la 
transparencia. Esto se hace más claro en el caso de la mayoría de regímenes 
no democráticos, los gobiernos militares o los países del antiguo bloque 
soviético, donde la inteligencia sirve a la seguridad del Estado, protegiendo al 
régimen autoritario contra sus propios ciudadanos. 
 
Hay tres instrumentos principales que los gobiernos utilizan para lograr la 
seguridad: los militares, la policía y los servicios de inteligencia. Cada uno de 
estos a su vez puede subdividirse. Los militares se dividen en fuerzas, por lo 
general del ejército, fuerza naval, infantería de marina y fuerza aérea; luego en 
ramas como infantería, artillería, aviación, guerra de superficie, etc., y de alta o 
de reserva. Las fuerzas policiales se pueden dividir en unidades paramilitares, 
como carabineros o de gendarmería, las fuerzas de policía nacionales, como 
en Colombia, El Salvador, y Rumania, por el estado o municipio, como en 
Brasil y los EE.UU. Los organismos de inteligencia se pueden dividir en 
inteligencia militar, civil nacional, policial, para nombrar solo unas cuantas.  
 
La siguiente pregunta es ¿cómo es que estos tres instrumentos principales de 
la seguridad Estatal son controlados por los líderes democráticamente electos? 
Existe un amplio espectro de posibles mecanismos de control. Sin embargo, la 
mayoría de los países, y sobre todo las democracias más nuevas, se 
caracterizan por la escasez en el número y la robustez de estos controles. No 
es suficiente centrarse sólo en los mecanismos de control democrático de las 
fuerzas armadas en la defensa externa, ya que esto abarcaría solamente 
algunas de las funciones y misiones contemporáneas en que están 
participando las fuerzas de seguridad. Más bien, deberíamos ampliar nuestro 
enfoque para abarcar tanto las seis funciones contemporáneas y las misiones 
que  revisaremos a continuación y los tres instrumentos de seguridad. Las 
democracias deberían considerar la posibilidad de controlar todos los 
instrumentos de seguridad en la aplicación del espectro de funciones y 
misiones. Si bien a nivel local, estos pueden ser fácilmente conceptualizados, a 
un nivel más global,  las cosas son mucho más complicadas. Cualquier 
discusión sobre los esfuerzos multinacionales en la lucha contra el terrorismo y 
la delincuencia organizada, o el apoyo a las operaciones de paz, debe incluir a 
las organizaciones "paraguas" que son responsables del cumplimiento  
de las misiones específicas. Estas incluyen, por ejemplo, la OTAN, las 
Naciones Unidas, la Unión Europea, la Organización para la Seguridad y la 
Cooperación en Europa (OSCE), y la Unión Africana. Aunque cada una de 
estas organizaciones tiene sus propias políticas y burocracia, el poder ejecutivo 
nacional no cede el control sobre su propia fuerza de seguridad que participa 
en operaciones de la coalición. Los Estados mantienen el control a través de 
mandatos que están más calificados mediante advertencias.37.  
Nuestra posición es que el control democrático depende menos en las 
funciones y misiones asignadas, tales como las fuerzas armadas cumpliendo 
tareas policiales, que en la mezcla de instrumentos de seguridad y de cómo se 
institucionalizan los mecanismos de control.38 Nuestro argumento principal, 
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basándonos en el trabajo pasado, consiste en conceptualizar el control en 
términos de autoridad sobre las siguientes normas: mecanismos institucionales 
de control, fiscalización y norma profesional. La primera serie de mecanismos - 
los mecanismos de control institucional - se refieren a las instituciones para 
controlar los tres instrumentos de seguridad. Estos incluyen un amplio espectro 
comenzando con un claro fundamento jurídico, los ministerios de defensa, 
comités en los parlamentos con autoridad sobre la política y los presupuestos, 
los consejos nacionales de seguridad y procesos de ascenso de oficiales.39 . El 
siguiente mecanismo, el de fiscalización- trata de si los civiles de hecho dan 
seguimiento a lo que las fuerzas armadas u otras fuerzas de seguridad hacen; 
están realmente siguiendo la dirección y cumpliendo la orientación que 
reciben? Este mecanismo, y  los elementos para determinar si funciona o no, 
incluyen no sólo los mecanismos para una fiscalización formal, y los 
mecanismos de supervisión, así como su dotación de personal, en el poder 
ejecutivo, legislativo y judicial, sino también los medios de comunicación, 
organizaciones no gubernamentales, y los centros de pensamiento.40El tercer 
mecanismo – las normas profesionales – significa si las instituciones de 
seguridad han sido reclutadas, educadas, formadas, promovidas, etc. para 
interiorizar los últimos dos mecanismos de control, y por lo tanto actuar 
efectivamente de acuerdo con los objetivos civiles.41  
 
Estas tres series de mecanismos, en el mejor de los casos, son utilizados por 
civiles electos democráticamente para ejercer el control sobre las fuerzas de 
seguridad. Pero, hay mucho más involucrado en la seguridad y la democracia. 
También debemos considerar la eficacia y la eficiencia.  
 
La eficacia es el cumplimiento de las funciones y misiones  
 
¿Cuáles son las principales funciones y misiones actuales de las fuerzas de 
seguridad? 42 ¿Qué deben poder implementar las fuerzas con eficacia y 
eficiencia? Hemos determinado que caen dentro de seis categorías principales 
al hacer una revisión de la literatura y de nuestros programas CCMR a nivel 
mundial: 1) luchar, y estar preparados para pelear guerras externas, 2) pelear y 
estar preparados para luchar, las guerras internas o las insurrecciones; 3) 
luchar contra el terrorismo mundial; 4) luchar contra la delincuencia; 5) 
proporcionar apoyo en asistencia humanitaria, y, 6) preparar y realizar 
operaciones de apoyo a la paz. 
 
Si bien hay algunos casos en que se puede demostrar la eficacia en la 
ejecución de funciones y misiones, creemos que por lo general la eficacia 
queda mejor determinada si un estado esta o no preparado para cumplir  
algunos o todos los seis roles.43. Es difícil medir el éxito en muchos, o incluso la 
mayoría de los casos. Cuando los países se preparan para luchar contra los 
enemigos externos, el mayor indicador de éxito en la mayoría de los casos es 
lograr evitar la lucha armada, ya sea que se deba a la percepción de una fuerza 
abrumadora por un lado, el éxito en el uso de herramientas diplomáticas, la 
integración a la OTAN u otros por el estilo. El ejemplo más reciente es 
probablemente la Guerra Fría, que nunca se realizó directamente entre los 
Estados Unidos y la Unión Soviética, podría decirse que como resultado de una 
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creíble disuasión nuclear mutua. En el caso de las guerras internas, con casos 
recientes como Colombia, Nepal y Filipinas, existen causas económicas, 
políticas, y sociales que subyacen a los conflictos y que las fuerzas de 
seguridad por si solas no puede resolverlas. La lucha tiende a prolongarse, y es 
casi imposible declarar "victoria". La lucha contra el terrorismo global puede 
considerarse un éxito cuando no hay ataque. Es imposible saber, sin embargo, 
si no sucede un ataque como resultado de medidas de seguridad eficaces, o 
porque los terroristas simplemente optaron por no atacar. La lucha contra la 
delincuencia es contínua, así como la facilitación de la asistencia humanitaria.  
Ni los criminales ni los desastres naturales como inundaciones, terremotos, 
huracanes y otros, van a desaparecer. Se trata de una cuestión de preparación 
y mitigación, manteniendo el nivel de delincuencia o la pérdida de vidas y 
bienes dentro de límites aceptables (Dejando de lado la pregunta de aceptable 
¿para quién?). Con respecto a las operaciones de apoyo a la paz,  
la cuestión es similar. Si los conflictos entre las partes surgen debido a 
diferencias religiosas, étnicas o políticas y requieren de la intervención de 
fuerzas de seguridad extranjeras, en algunos casos sin el acuerdo del gobierno 
del lugar, la presencia de las tropas en sí, no resolverá las causas 
fundamentales detrás de la lucha. Más bien, podrían proporcionar alguna 
estabilidad, separar a los antagonistas, y dejar espacio para las negociaciones.  
Aun cuando podríamos tener mucho que decir sobre lo que se requiere para 
que las medidas de seguridad sean eficaces, tenemos que ser realistas en 
cuanto a nuestra capacidad para medir la eficacia.  
 
Nuestros estudios acerca de lo que se necesita para ser eficaz en el 
cumplimiento de cualquiera de las seis funciones y misiones, sugieren tres 
requisitos básicos. En primer lugar, debe haber un plan establecido, que puede 
adoptar la forma de una estrategia o una doctrina. Los ejemplos incluyen  
estrategias de seguridad nacional, las estrategias nacionales militares, las 
estrategias para el socorro en desastres, doctrina sobre la inteligencia, la 
doctrina de la lucha contra el terrorismo, y similares. Encontramos que la 
formulación ofrecida por Hew Strachan, un estudiante destacado en estrategia, 
captura bien lo que pensamos. El modelo ideal de relaciones civiles-militares, 
establece que el jefe del Estado democrático dicta su política, y las fuerzas 
armadas coordinan los medios para lograrla. La realidad es que este proceso - 
llamado estrategia - es iterativo, un diálogo en el que los fines también reflejan 
los medios y donde el resultado - también llamado estrategia - es un 
compromiso entre el fin de la política y los medios militares disponibles para su 
ejecución.44  
 
En segundo lugar, deben existir estructuras y procesos, tanto para formular los 
planes como para implantarlos. Estos incluyen los ministerios de defensa, los 
consejos de seguridad nacional u otros medios de coordinación inter 
institucional. En tercer lugar, un país debe comprometer recursos, en forma de 
capital político, dinero y personal, para asegurarse de que posea suficiente  
equipo, fuerzas entrenadas y otros bienes necesarios para la ejecución de las 
funciones y misiones asignadas. A falta de cualquiera de estos tres 
componentes, es difícil imaginar como un Estado pueda implementar 
efectivamente alguna de estas funciones y misiones. 
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Eficiencia en el uso de Recursos 
 
Esta dimension sin duda se complica al principio por la amplia gama de roles y 
misiones potenciales, y la dificultad de establecer medidas de efectividad para 
una, y no digamos para una combinación de las mismas. Primeramente 
debemos aclarar las distinciones conceptuales entre efectividad y eficiencia, ya 
que a menudo encontramos que los términos se utilizan indistintamente, y la 
revisión de la literatura sobre la teoría de la organización, transiciones políticas 
y economía de la defensa nos muestra que los términos de efectividad, 
eficiencia, eficacia, costo efectividad y otros similares no se utilizan de manera 
consistente. Vemos que existe mayor concordancia en la definición de  
‘efectividad’. Chester Barnard, en su clásico de 1938 “Las funciones del 
Ejecutivo”  estipula que: Lo que queremos decir con la efectividad de la 
cooperación es el logro de los objetivos reconocidos de una acción 
cooperativa”45. El estudioso en política comparatva Juan Linz define efectividad 
de manera similar a Barnard: ‘“Efectividad” es la capacidad de realmente 
implementar las políticas formuladas, con los consiguientes resultados 
deseados”46. Por lo tanto, encontramos apoyo en la literatura para nuestra 
conceptualización de la efectividad como la habilidad de realmente lograr las 
metas establecidas. 
 
Eficiencia como concepto esta fuertemente asociado con la física, economia y 
la teoría de la organización. En 1961, Herbert Simon afirmó: ‘El criterio de 
eficiencia asume una elección de alternativas que producen el mejor resultado 
para la aplicación de unos recursos dados.’47 Arthur M. Okun escribe: ‘Para el 
economista, como para el ingeniero la eficiciencia significa sacar el mayor 
provecho de un insumo dado . . . Si la sociedad encuentra la manera de 
producir más de algunos productos con los mismos insumos (sin producir 
menos de los otros), habrá logrado una mayor eficiencia.’48 Al revisar la 
literatura no encontramos una defición más útil. En el campo de la economía de 
defensa, el término que se utiliza es el de ‘costo efectividad’, en reconocimiento 
de la ausencia de un mercado y la condición de monopolio político de un 
gobierno en un territorio dado. Aun cuando existe un reconocimiento general de 
que el concepto debe quedar limitado al contexto público, las instituciones del 
gobierno deberían esforzarse por determinar el uso más eficiente de los 
recursos.49 
 
Como este tercer aspecto es incluso más complicado de conceptualizar y 
evaluar que la efectividad, la discusión aquí es más necesaria no solo para 
llenar los conceptos a ser analizados sino para desconstruir las “soluciones” 
fáciles utilizadas para supuestamente medir la eficiencia a nivel nacional en 
seguridad nacional y defensa.50 Aunque se diga generalmente que la eficiencia 
significa obtener "más por el dólar", hay serios problemas tanto con la 
conceptualización como con la medición. En primer lugar, porque la seguridad 
es una actividad pública, en donde el resultado final no se aplica, no existe un 
mecanismo de mercado para asignar un valor para determinar si una actividad 
se está haciendo de manera eficiente o no- es decir, si está obteniendo 
beneficios, o no. En segundo lugar, la competencia, en forma de un gobierno 
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de pares dentro de los mismos límites territoriales, no funciona. No hay, pues, 
un criterio meta de eficiencia, ni tampoco hay incentivos para lograrlo. Así la 
literatura sobre las empresas privadas, y sus medidas de eficiencia no aplican.  
 
Hay otras consideraciones que deben tenerse en cuenta. Como sabe cualquier 
persona que trabaja en el Gobierno, los organismos públicos y los fondos 
pueden ser utilizados como un "programa de empleo '  con el objeto de emplear 
a categorías específicas de personas. Esto se puede ejecutar para mantener a 
las personas fuera del subsidio de paro o para garantizar las prerrogativas del 
Congreso o personales, en un nepotismo claro.  
En la misma línea, las agencias gubernamentales están obligadas a comprar a 
determinados proveedores, en donde ni los costos ni la calidad son las 
consideraciones principales. Esas adquisiciones van desde la compra de 
muebles fabricados por los presos hasta la contratación de apoyo técnico de 
organizaciones que proporcionan el dinero para las campañas electorales. 
Todos las personas lúcidas saben cómo funcionan estas externalidades, y 
ninguna conceptualización de la eficiencia que hemos visto encaja aquí 51  
 
En algunos sectores del ámbito público, por ejemplo la educación o el 
transporte, la eficiencia se puede medir en cierta medida por kilómetros de 
carreteras previstas, el número de puentes o escuelas construidas, o el 
porcentaje de estudiantes que se gradúan, por cada dólar de impuestos  
pagado. En seguridad, con respecto a los seis roles, estas medidas 
elementales de la eficiencia no aplican. ¿Cómo, por ejemplo, podemos medir el 
valor disuasorio de las fuerzas armadas, o la capacidad nuclear de los 
submarinos vs. el de los portaaviones vs el de los escuadrones o divisiones? 
¿Cómo debemos evaluar el valor de una "campaña de sensibilización"  
sobre "la fuerza militar en una guerra interna? O cómo, en la lucha contra el 
terrorismo, debemos tasar la eficacia de la inteligencia cuando el éxito significa 
que nada debe suceder? ¿Cuál es la mejor manera de determinar si la 
participación en el PSO es bueno para un país como Brasil, o que es útil sobre 
todo para demostrar a la comunidad mundial que el país ha asumido sus 
responsabilidades internacionales? 
 
En resumen, la conceptualización y medición de la eficiencia en el ámbito de la  
la seguridad es extremadamente problemática. Datos, como el número de 
tanques o aviones fabricados, o el número de tropas entrenadas o equipadas, 
con un costo dado si se pueden medir. Sin embargo, lo que estos indicadores 
nos dicen en términos de seguridad y eficacia de la fuerza, son como mínimo 
limitados y probablemente incluso engañosos, empero, los formuladores de 
políticas pueden ampararse en ellos para hacer, o más probablemente para 
racionalizar las decisiones, cuando casi cualquier tema imaginable de 
seguridad nacional requiera una visión más amplia y estratégica que el simple 
análisis de costos. En el campo de la economía de la defensa, el texto de Hitch 
y McKean que se mencionó anteriormente, es todavía la principal referencia 
después de 30 años, el cual hace algunas aportaciones, aunque sólo en los 
márgenes, sobre cuestiones que pueden ser cuantificadas, las cuales 
normalmente no son tan importantes como las cuestiones de política o de 
estrategia. Las decisiones importantes se toman sobre la base de cálculos 
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políticos, a pesar que los formuladores de política podrían embellecerlos con 
algún tipo de terminología pseudo-científica respecto de la eficiencia.  
 
Aun así, el uso de fondos públicos en una democracia exige que las 
instituciones del gobierno efectúen evaluaciones sistemáticas de los resultados 
del programa y sus costos. Sharon Caudle, ex empleada de la Government 
AccountabilityOffice (GAO), investiga y escribe sobre seguridad interna, y 
abarca los tres instrumentos de seguridad incluidos en este artículo. Ella ha 
identificado siete enfoques distintos a lo que nosotros llamamos eficiencia y ella 
denomina "gestión de resultados". El que Caudle recomienda más 
enfáticamente es "la planificación y evaluación basadas en capacidades", que 
ella describe como "la planificación en situaciones de incertidumbre para 
desarrollar los medios - capacidades – para desempeñarse de forma efectiva y 
eficiente en respuesta a una amplia gama de desafíos y circunstancias 
potenciales».52 Esta formulación nos resulta atractiva ya que ella incorpora dos 
de nuestras tres dimensiones: eficacia y eficiencia. Ella sostiene que las 
instituciones son necesarias para aplicar esta planificación o, para el caso, 
cualquiera de los siete enfoques que ella menciona. Si bien esta observación 
es obvia en el contexto de los Estados Unidos, podría no estar presente en 
otros lugares, por lo tanto nos parece que vale la pena poner de relieve algunas 
de las instituciones necesarias para empezar incluso a considerar la eficiencia. 
Dado que el concepto de eficiencia trata principalmente de la utilización de los 
recursos, las instituciones deben hacer frente a la asignación y supervisión de 
estos recursos. Pueden incluir lo que Feaver denomina «patrullas policiales”, 
las instituciones cuya finalidad es darle seguimiento e informar sobre la 
asignación de recursos en otros organismos del gobierno.53 En los Estados 
Unidos, estas instituciones incluyen  
la Oficina de Gestión y Presupuesto y los inspectores generales, y la GAO en el 
poder legislativo que depende tanto del legislativo como del ejecutivo, la  
Oficina Presupuestaria del Congreso y de los comités de supervisión del 
Congreso.54  
 
Este proceso no es exclusivo de los EE.UU.. Por ejemplo, la legislatura de 
Rumania ejerce control sobre el presupuesto, el que está garantizado de varias 
maneras: el parlamento aprueba el presupuesto para las instituciones de 
seguridad, anualmente revisan y aprueban la Ley del  
Presupuesto del Estado, que rige las asignaciones a las instituciones de 
seguridad; las comisiones legislativas evalúan los proyectos de asignaciones 
presupuestarias para los organismos de inteligencia; el parlamento requiere  
informes anuales, generalmente durante la redacción de las asignaciones del 
año siguiente, y la Corte de Cuentas, un órgano independiente con 
competencias presupuestarias, funciona en apoyo del parlamento. Brasil tiene 
tanto una “Secretaria del Poder Ejecutivo de Controle Interno da Presidencia da 
Republica (Secretaría Presidencial de Control Interno) que supervisa el 
presupuesto del ejecutivo en general, y el Tribunal de Contas da Unia ~ o 
(Junta Nacional de Auditoría) que supervisa los presupuestos para el Poder 
Judicial.  
 



16   
 
 

 

Debería ser obvio que los tres elementos de la RMC deben apreciarse como 
interdependientes o partes de un todo en un contexto democrático. Cada uno 
de los tres es necesario, y no son suficientes individualmente. El control civil es 
básico y fundamental, pero resulta irrelevante a menos que los instrumentos 
para lograr una seguridad efectiva puedan cumplir con sus funciones y 
misiones. Y tanto el control como la eficacia deben ser aplicadas a un costo 
asequible o de lo contrario viciarían otras prioridades nacionales. Mientras que 
el enfoque de los estudiosos que trabajan en el CRCM y el de la mayoría de los 
defensores de la RSS se centra exclusivamente en el control, se deben incluir 
también los otros dos lados del triángulo para evaluar el impacto más amplio de 
las funciones y misiones, y los instrumentos de seguridad, sobre la democracia.  
La democracia no trata sólo acerca de las instituciones; la legitimidad es 
también necesaria. 
 
Los debates en Canadá y varios países de Europa occidental en 2007-2008 
respecto del envío de tropas para servir con la Fuerza de la OTAN en 
Afganistán, sin duda han tenido un impacto sobre cómo los ciudadanos ven la 
capacidad de respuesta y la credibilidad de sus gobiernos. Nosotros hemos 
visto que, a pesar de la resistencia inicial por parte de segmentos de la 
población a los Gobiernos de Argentina, Brasil y Chile, por el envío de fuerzas 
de seguridad (militares, policías y carabineros) para realizar obligaciones de 
servicio público en Haití, con el tiempo han generado orgullo y un mayor apoyo 
para los gobiernos y las fuerzas de seguridad.55 En pocas palabras, el grado de 
eficacia y eficiencia desplegado por el gobierno en el manejo de temas de 
defensa y seguridad pueden afectar su legitimidad. El principal desafío 
intelectual y de política parece ser la de reconocer que de las seis posibles 
funciones y misiones, la defensa exterior es hoy la menos prevalente, sin 
embargo, es la que la mayoría de los militares todavía prefieren y en la que los 
civiles se centran más que todo, posiblemente porque es tan poco probable 
que no tienen que proporcionar muchos recursos para las fuerzas de 
seguridad. 
 
Soluciones de compromiso  
 
El control democrático y la eficacia  
 
Aunque pueda parecer contra-intuitivo, un mayor control democrático puede 
mejorar la eficacia de los militares, de la inteligencia y de las fuerzas policiales. 
Sobre la base de la investigación histórica, Deborah Avant llega a la siguiente 
conclusión, "Tener a más civiles controlando al ejército hizo más fácil y no más 
difícil, que el ejército mantuviera su enfoque..56 Sin duda que demasiada 
dirección y supervisión puede dificultar la capacidad de las fuerzas de 
seguridad o revelar sus fuentes y métodos de inteligencia; sin embargo, la 
aplicación de un "buen" control, es decir, la institucionalización del control y 
supervisión de tal manera que proporciopne dirección y orientación de 
fiscalización general al más alto nivel, en oposición a actos ilícitos o 
amiguismos, conduce a una mayor eficacia. Por ejemplo, uno de los pocos 
éxitos reconocidos en los EE.UU. en cuanto a las relaciones civiles -militares, 
fue la Ley de 1986 Goldwater-Nichols de Reorganización del Departamento de 
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Defensa, tanto por el reforzamiento del control civil democrático y el mandato 
de "conjunto" de las fuerzas militares en Los Estados Unidos. A pesar de 
algunos problemas de interoperabilidad, sin duda las fuerzas de EE.UU. siguen 
más eficaces en el cumplimiento de sus diversas funciones y misiones desde 
que se promulgó esta ley de control democrático. La Operación Tormenta del 
Desierto, las operaciones en la ex Yugoslavia y Afganistán, y el éxito inicial en 
Irak son testimonio de estas mejoras. 
 
Rumania es un buen ejemplo de cómo el control democrático puede mejorar   
la eficacia de un organismo de inteligencia, lo cual es positivo para la 
legitimidad del gobierno (y facilitó el ingreso del país en la OTAN y su adhesión 
a la Unión Europea). A medida que Rumania hacía su transición a la 
democracia, su estructura de inteligencia consistía de hasta nueve organismos 
con poca supervisión, dirección o claridad de funciones y misiones.  
Dado que tanto el poder ejecutivo como el legislativo implementaban 
mecanismos de control, la comunidad de inteligencia en Rumania comenzó a 
mejorar. Por ejemplo, el Poder Ejecutivo creó el Consejo Nacional Supremo de 
Defensa (CSAT), que organiza y coordina toda las actividades de inteligencia57 
El CSAT supervisa y valida la seguridad nacional y las estrategias militares, así 
como los productos de inteligencia de las agencias. Del mismo modo, el control 
y la supervisión por parte del poder legislativo sobre las agencias de 
inteligencia se ejerce  a través de comisiones especializados en el parlamento. 
Juntos, el CSAT y el parlamento han reducido la comunidad de inteligencia 
rumana de nueve organizaciones a seis, mejorando la contratación, 
capacitación y profesionalismo, y aclarando la misión de cada organismo. 
Como resultado de estas medidas, el aparato de inteligencia rumano es a la 
vez más eficaz y más eficiente.58  
 
Colombia también es un caso interesante. Cuando las Fuerzas Armadas 
colombianas fueron dejadas solas, con base en un entendimiento en 1958 para 
un retorno a la democracia, y con un mínimo de control civil, ellos emularon a 
los EE.UU., ya que sirvieron conjuntamente en el conflicto de Corea en la 
década de 1950, y compraron equipo y se entrenaron como si fueran los 
EE.UU., y no un país en desarrollo que enfrentaba la violencia interna causada 
por los grupos insurgentes. Mientras tanto, la guerrilla, especialmente las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), tomaron cada vez 
más control sobre grandes sectores del país, estimulando la formación de un 
cuerpo en franca competencia con las organizaciones paramilitares, lo que 
resultó en un espiral de violencia que hizo que Colombia fuera literalmente 
ingobernable. Con la elección del presidente Álvaro Uribe en 2002, quién 
asumió un fuerte control personal sobre las fuerzas armadas, la policía y los 
organismos de inteligencia, forzándolas a enfrentar el conflicto interno con el 
resultado de una muy mejorada seguridad y con el consecuente resultado de 
una mayor legitimidad del gobierno (el presidente Uribe fue reelegido en 2006), 
y la promoción del desarrollo. 
 
Las supervisión democrática implica al poder ejecutivo (alcaldes, y 
gobernadores en el caso de sistemas federales) y al poder judicial, desde las 
fuerzas policiales y, en particular, de la sociedad civil, la cual como es natural 
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hace un mayor énfasis en la dirección y supervisión de la actividad policial que 
en lo militar. Los estudios de caso de Colombia, Brasil, y Chile muestran que la 
institución de reformas democráticas y mecanismos de control produce una 
policía más profesional, confiable y eficaz, con más apoyo del público.59  
 
Control democrático y eficiencia 
 
Si bien se considera que el control civil democrático generalmente mejora la 
efectividad, la eficiencia no siempre es un subproducto de un mayor control 
democrático. En la mayoría de países, existen varias ramas de las fuerzas 
armadas, junto con varios organismos de inteligencia. Esta diversidad fomenta 
un mejor control democrático en cuanto que ningún aparato de seguridad 
monopoliza todo el conocimiento o poder del gobierno;  
sin embargo, a menudo esto conduce a la duplicación de esfuerzos y a la 
competencia burocrática entre las diversas entidades que compiten por los 
recursos del gobierno. La realidad es que la dirección y supervisión son 
costosas. Si las fuerzas de seguridad no tuviesen que dar su testimonio ante 
las comisiones legislativas, ni proporcionar datos a los organismos de 
supervisión, ni reformar sus instituciones cuando se descubren problemas, ni 
someterse a auditorías prolongadas o mejorar sus normas profesionales, 
posiblemente todos los recursos podrían ser utilizados para obtener el mejor 
equipo militar, ofrecer mayores productos de inteligencia o aumentar el número 
de policías en las calles. 
 
A pesar de ello, no siempre es el caso de que un mayor control democrático 
reducirá la eficiencia. La reforma de la policía, en particular, ha mejorado la 
eficiencia cuando se ha adoptado un enfoque amplio hacia el control 
democrático. En los casos de Chile y Brasil, los esfuerzos de supervisión de la 
comunidad, aun cuando en un inicio fueron difíciles y costosos, han contribuido 
a crear una actuación policial eficaz en el largo plazo porque los ciudadanos  
han trabajado para apoyar su propia seguridad.  
 
Probablemente lo más importante es que los tomadores de decisiones electos 
democráticamente tengan una comprensión realista de la eficiencia en las 
funciones y misiones de las fuerzas de seguridad.  
La aplicación de un modelo de negocio simplificado a este ámbito es 
inadecuado y puede conducir al desastre. Un ejemplo de desastre fue la 
decisión del Presidente Berger de Guatemala de cortar las fuerzas militares en 
un 50 por ciento hasta un total de 15,000 hombres al asumir la presidencia a 
principios de 2004. El resultado fue una ola de violencia por parte de pandillas 
callejeras y la delincuencia organizada, lo que resultó en la decisión del 
presidente Álvaro Colom, al ganar los comicios, de duplicar el tamaño de las 
fuerzas armadas a principios de 2008, para contrarrestar la violencia. 
  
Eficacia y Eficiencia 
 
Las mejoras en gestión y liderazgo que redundan en mayor eficacia podrían 
rendir resultados positivos en la eficiencia, ya que se consumen menos 
recursos. Pero se da más el caso de una operación eficaz, pero al mismo 
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tiempo bastante ineficiente. El lanzamiento de numerosos misiles onerosos 
contra un objetivo único y la destrucción del mismo "varias veces" es 
claramente eficaz, pero ineficiente. Del mismo modo, una cadena de suminstro 
«justo a tiempo" funciona bien para Costco y Target, pero no para un buque de 
guerra en el mar o para una brigada de combate.  
Requieren de la redundancia y autosuficiencia para su efectividad, pero esto no 
es eficiente en el uso normal del término. Además, la asignación de una gran 
fuerza policial en respuesta a una ola delincuencial en un área determinada 
puede causar que baje la delincuencia, pero los costos pueden subir también 
de manera desproporcionada. 
 
Conclusión  
Nuestro propósito en este artículo es sintetizar conceptualmente lo que hemos 
aprendido de nuestra experiencia a nivel mundial con los programas CCMR 
sobre la relación de los tres instrumentos de seguridad empleados en los seis 
diferentes roles y misiones de la democracia. A través de nuestra enseñanza y 
la revisión de la literatura hemos encontrado que la literatura clásica se enfoca 
abrumadoramente en el control civil sobre las fuerzas armadas en las 
relaciones entre civiles y militares, en el plano nacional. La literatura sobre el 
poder militar y la eficacia militar trata acerca de los conflictos armados y 
guerras, y es muy histórico. Hemos visto la necesidad de ampliar los 
programas de análisis en al menos seis diferentes roles y misiones a fin de 
incluir tres factores que creemos constituyen las relaciones civiles-militares 
contemporáneas: control, eficacia y eficiencia. También encontramos respaldo 
en la investigación más analítica sobre la reforma del sector de seguridad por 
Timothy Edmunds y sus colegas, y una preocupación y desarrollo de conceptos 
similares basados en su experiencia en apoyo de nuestra conceptualización de 
una trinidad. Para lograr su propósito, cada uno de los tres aspectos exige la 
responsabilidad de las entidades encargadas del control y ejecución.  
 
Aun cuando consideramos que la aplicación de indicadores de eficiencia es 
una especie de "cortina de humo" en el campo de la seguridad, existe la 
necesidad de un conjunto de instituciones para asignar y supervisar la 
aplicación de los recursos como parte integrante de la responsabilidad 
democrática y la transparencia. 
Si bien aún existe preocupación en muchas de las democracias más nuevas 
respecto del logro del control civil democrático sobre las fuerzas armadas, en 
general hay poca conciencia de las instituciones necesarias para alcanzar y 
ejercer este control, y la voluntad política mínima para crearlas una vez que se 
reconoce su importancia potencial. Además de los mecanismos institucionales 
de control, incluimos la fiscalización y la inculcación de normas profesionales. 
Empero, cada día hay más conciencia de que el control, por si y en sí mismo, 
no sirve de mucho si los instrumentos de seguridad - militares, policiales y de 
inteligencia - No son eficaces en el logro de las funciones y misiones asignadas 
por el liderazgo civil. Esto cobra mayor importancia a medida que el espectro 
contemporáneo de funciones y misiones domésticas reciben mayor escrutinio, 
tales como la lucha contra la delincuencia y la asistencia humanitaria después 
de desastres naturales, las funciones internacionales que incluyen la lucha anti 
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terrorista o la provisión de mantenedores de paz capaces, todas aumentan 
considerablemente las expectativas de unas fuerzas de seguridad eficaces. 
 
El control civil democrático es necesario; toda la literatura sobre las Relaciones 
Civiles Militares y la consolidación democrática reconoce este hecho. Pero 
también creemos que la democracia, la cual implica una legitimación más allá 
de las instituciones, también requiere que los gobiernos, incluido el sector de 
seguridad, sean vistos como eficaces y eficientes. Cada vez más, las 
poblaciones reconocen que sus fuerzas de seguridad no sólo deben estar bajo 
control, sino que también deben implementar las tareas que les han sido 
asignadas a un costo razonable. Si el único papel de los militares fuera el de 
pelear y ganar guerras, este punto es discutible puesto que pocas guerras se 
libran actualmente y si el país pierde, el gobierno se derrumba, en cualquier 
caso. Pero, los ciudadanos están conscientes de si sus fuerzas de seguridad 
son eficaces o no en la lucha contra la delincuencia organizada, si participan en 
PSO con otros Estados respetados y si prestan asistencia humanitaria en 
casos de desastres. Desde nuestra experiencia vemos éxitos en la aplicación 
de la trinidad en varios países. Un ejemplo de ello es El Salvador, en su lucha 
contra las pandillas o maras y el envío de tropas a Irak que dio como resultado 
un influjo masivo de recursos de los EE.UU.. Un ejemplo de fracaso es el de los 
EE.UU. durante el huracán Katrina y las guerras al parecer interminables en 
Afganistán e Irak. Se pueden dar otros ejemplos tanto de fracasos como de 
éxitos, pero lo que sí es crítico es que los tomadores de decisiones 
democráticos entiendan mejor lo esencial para preparar a sus países y a sus 
fuerzas de seguridad, para que puedan implementar los roles y misiones que 
les son asignados. Esperamos que este artículo traiga una nueva perspectiva 
sobre la relación entre la democracia y seguridad y, además, esperamos que 
este esfuerzo de conceptualización e integración estimule el interés de otros en 
el impacto más amplio sobre la democracia de los diferentes elementos de 
unas relaciones civiles y militares productivas y la fertilización cruzada- en 
curso con la reforma del sector seguridad. 
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